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No. 06-2011 -CMPVM 
 

EL CONCEJO MUNICIPAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL 
DEL CANTÓN PEDRO VICENTE MALDONADO: 

 
Exposición de motivos: 

 
CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA, DERECHOS DE LAS  

PERSONAS Y GRUPOS DE ATENCIÓN PRIORITARIA 
 

1. Art. 35.- Las personas adultas mayores, niñas, niños y adolescentes, mujeres 
embarazadas, personas con discapacidad, personas privadas de libertad y quienes 
adolezcan de enfermedades catastróficas o de alta complejidad, recibirán atención 
prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado. La misma atención 
prioritaria recibirán las personas en situación de riesgo, las víctimas de violencia 
doméstica y sexual, maltrato infantil, desastres naturales o antropogénicos. El 
Estado prestará especial protección a las personas en condición de doble 
vulnerabilidad. 

 
2. ADULTAS Y ADULTOS MAYORES.- Art. 36.- Las personas adultas mayores recibirán 

atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado, en especial 
en los campos de inclusión social y económica, y protección contra la violencia. Se 
considerarán personas adultas mayores aquellas personas que hayan cumplido los 
sesenta y cinco años de edad. 

 
3. PERSONAS CON DISCAPACIDAD.- Art. 47.- El Estado garantizará políticas de 

prevención de las discapacidades y, de manera conjunta con la sociedad y la 
familia, procurará la equiparación de oportunidades para las personas con 
discapacidad y su integración social. 

 
Se reconoce a las personas con discapacidad, los derechos a: 

 
1. La atención especializada en las entidades públicas y privadas que presten 
servicios de salud para sus necesidades específicas, que incluirá la provisión de 
medicamentos de forma gratuita, en particular para aquellas personas que 
requieran tratamiento de por vida. 
 
2. La rehabilitación integral y la asistencia permanente, que incluirán las 
correspondientes ayudas técnicas. 
 
3. Rebajas en los servicios públicos y en servicios privados de transporte y 
espectáculos. 
 
4. Exenciones en el régimen tributario. 
 
5. El trabajo en condiciones de igualdad de oportunidades, que fomente sus 
capacidades y potencialidades, a través de políticas que permitan su incorporación 
en entidades públicas y privadas. 
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6. Una vivienda adecuada, con facilidades de acceso y condiciones necesarias para 
atender su discapacidad y para procurar el mayor grado de autonomía en su vida 
cotidiana. Las personas con discapacidad que no puedan ser atendidas por sus 
familiares durante el día, o que no tengan donde residir de forma permanente, 
dispondrán de centros de acogida para su albergue. 
 
7. Una educación que desarrolle sus potencialidades y habilidades para su 
integración y participación en igualdad de condiciones. Se garantizará su 
educación dentro de la educación regular. Los planteles regulares incorporarán 
trato diferenciado y los de atención especial la educación especializada. Los 
establecimientos educativos cumplirán normas de accesibilidad para personas con 
discapacidad e implementarán un sistema de becas que responda a las condiciones 
económicas de este grupo. 
 
8. La educación especializada para las personas con discapacidad intelectual y el 
fomento de sus capacidades mediante la creación de centros educativos y 
programas de enseñanza específicos. 
 
9. La atención psicológica gratuita para las personas con discapacidad y sus 
familias, en particular en caso de discapacidad intelectual. 
 
10. El acceso de manera adecuada a todos los bienes y servicios. Se eliminarán las 
barreras arquitectónicas. 
 
11. El acceso a mecanismos, medios y formas alternativas de comunicación, entre 
ellos el lenguaje de señas para personas sordas, el oralismo y el sistema braille. 
 

4. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.- Art. 227.- La administración pública constituye un 
servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, 
participación, planificación, transparencia y evaluación. 

 
5. INCLUSIÓN Y EQUIDAD.- Art. 340.- El sistema nacional de inclusión y equidad 

social es el conjunto articulado y coordinado de sistemas, instituciones, políticas, 
normas, programas y servicios que aseguran el ejercicio, garantía y exigibilidad de 
los derechos reconocidos en la Constitución y el cumplimiento de los objetivos del 
régimen de desarrollo. El sistema se articulará al Plan Nacional de Desarrollo y al 
sistema nacional descentralizado de planificación participativa; se guiará por los 
principios de universalidad, igualdad, equidad, progresividad, interculturalidad, 
solidaridad y no discriminación; y funcionará bajo los criterios de calidad, 
eficiencia, eficacia, transparencia, responsabilidad y participación. El sistema se 
compone de los ámbitos de la educación, salud, seguridad social, gestión de 
riesgos, cultura física y deporte, hábitat y vivienda, cultura, comunicación e 
información, disfrute del tiempo libre, ciencia y tecnología, población, seguridad 
humana y transporte. 
 

6. Art. 360.- El sistema garantizará, a través de las instituciones que lo conforman, la 
promoción de la salud, prevención y atención integral, familiar y comunitaria, con 
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base en la atención primaria de salud; articulará los diferentes niveles de atención; 
y promoverá la complementariedad con las medicinas ancestrales y alternativas. 

 
EL COOTAD: 

 
7. Artículo 3.- PRINCIPIOS.- El ejercicio de la autoridad y las potestades públicas de 

los gobiernos autónomos descentralizados se regirán por los siguientes principios:  
 

b) Solidaridad. - Todos los niveles de gobierno tienen como obligación compartida 
la construcción del desarrollo justo, equilibrado y equitativo de las distintas 
circunscripciones territoriales, en el marco del respeto de la diversidad y el 
ejercicio pleno de los derechos individuales y colectivos. En virtud de este 
principio es deber del Estado, en todos los niveles de gobierno, redistribuir y 
reorientar los recursos y bienes públicos para compensar las inequidades entre 
circunscripciones territoriales; garantizar la inclusión, la satisfacción de las 
necesidades básicas y el cumplimiento del objetivo del buen vivir. 
 
c) Coordinación y  corresponsabilidad. - Todos los niveles de gobierno tienen 
responsabilidad compartida con el ejercicio y disfrute de los derechos de la 
ciudadanía, el buen vivir y el desarrollo de las diferentes circunscripciones 
territoriales, en el marco de las competencias exclusivas y concurrentes de cada 
uno de ellos. Para el cumplimiento de este principio se incentivará a que todos los 
niveles de gobierno trabajen de manera articulada y complementaria para la 
generación y aplicación de normativas concurrentes, gestión de competencias, 
ejercicio de atribuciones. En este sentido, se podrán acordar mecanismos de 
cooperación voluntaria para la gestión de sus competencias y el uso eficiente de los 
recursos. 
 
d) Subsidiariedad. - La subsidiariedad supone privilegiar la gestión de los 
servicios, competencias y políticas públicas por parte de los niveles de gobierno 
más cercanos a la población, con el fin de mejorar su calidad y eficacia y alcanzar 
una mayor democratización y control social de los mismos. En virtud de este 
principio, el gobierno central no ejercerá competencias que pueden ser cumplidas 
eficientemente por los niveles de gobierno más cercanos a la población y solo se 
ocupará de aquellas que le corresponda, o que por su naturaleza sean de interés o 
implicación nacional o del conjunto de un territorio. Se admitirá el ejercicio 
supletorio y temporal de competencias por otro nivel de gobierno en caso de 
deficiencias, de omisión, de desastres naturales o de paralizaciones comprobadas 
en la gestión, conforme el procedimiento establecido en este Código.  
 
g) Participación ciudadana. - La participación es un derecho cuya titularidad y 
ejercicio corresponde a la ciudadanía. El ejercicio de este derecho será respetado, 
promovido y facilitado por todos los órganos del Estado de manera obligatoria, con 
el fin de garantizar la elaboración y adopción compartida de decisiones, entre los 
diferentes niveles de gobierno y la ciudadanía, así como la gestión compartida y el 
control social de planes, políticas, programas y proyectos públicos, el diseño y 
ejecución de presupuestos participativos de los gobiernos. En virtud de este 
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principio, se garantizan además la transparencia y la rendición de cuentas, de 
acuerdo con la Constitución y la ley. Se aplicarán los principios de interculturalidad 
y plurinacionalidad, equidad de género, generacional, y se garantizarán los 
derechos colectivos de las comunidades, pueblos y nacionalidades, de conformidad 
con la Constitución, los instrumentos internacionales y la ley. 

 
8. Artículo 5. - Autonomía. - La autonomía política, administrativa y financiera de los 

gobiernos autónomos descentralizados y regímenes especiales prevista en la 
Constitución comprende el derecho y la capacidad efectiva de estos niveles de 
gobierno para regirse mediante normas y órganos de gobierno propios, en sus 
respectivas circunscripciones territoriales, bajo su responsabilidad, sin 
intervención de otro nivel de gobierno y en beneficio de sus habitantes. Esta 
autonomía se ejercerá de manera responsable y solidaria. En ningún caso pondrá 
en riesgo el carácter unitario del Estado y no permitirá la secesión del territorio 
nacional. 

 
9. Artículo 53. - Naturaleza jurídica. - Los gobiernos autónomos descentralizados 

municipales son personas jurídicas de derecho público, con autonomía política, 
administrativa y financiera. Estarán integ rados por las funciones de 
participación ciudadana; legislación y fiscalización;  y ejecutiva previstas en 
este Código, para el ejercicio de las funciones y competencias que le corresponden. 
 

10. Artículo 57.- Atribuciones del concejo municipal.- Al concejo municipal le 
corresponde: a) El ejercicio de la facultad normativa en las materias de 
competencia del gobierno autónomo descentralizado municipal, mediante la 
expedición de ordenanzas cantonales, acuerdos y resoluciones; bb) Instituir el 
sistema cantonal de protección integral para los grupos de atención prioritaria. 
 

11. El Art. 58 literal c) del COOTAD, dispone a los Concejales y Concejalas: Intervenir 
en el consejo cantonal de planificación y en las comisiones, delegaciones y 
representaciones que designe el concejo municipal. 
 

12. Art. 326.- Conformación.- Los órganos legislativos de los gobiernos autónomos 
descentralizados, conformarán comisiones de trabajo las que emitirán 
conclusiones y recomendaciones que serán consideradas como base para la 
discusión y aprobación de sus decisiones. 

 
13. DISPOSICIÓN GENERAL OCTAVA.- Patronatos.- Los gobiernos provinciales, 

metropolitanos y municipales conservarán los patronatos como instituciones de 
derecho público, regidas e integradas por las políticas sociales de cada gobierno. 

 
14. NOVENA.- Garantía de prevalencia.- Las normas del presente Código únicamente 

podrán ser derogadas o reformadas mediante disposiciones expresas de otras 
leyes de igual jerarquía, en concordancia con el artículo 425, inciso tercero de la 
Constitución de la República. 
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EL PLAN NACIONAL DE BUEN VIVIR: 
 

15. OBJETIVO 1.- Estamos comprometidos en superar las condiciones de desigualdad y 
exclusión, con una adecuada distribución de la riqueza sin discriminación de sexo, 
etnia, nivel social, religión, orientación sexual ni lugar de origen. Queremos 
construir un porvenir compartido sostenible con todas y todos los ecuatorianos. 
Queremos lograr el buen vivir  

   
16. OBJETIVO 3.- Buscamos condiciones para la vida satisfactoria y saludable de todas 

las personas, familias y colectividades respetando su diversidad. Fortalecemos la 
capacidad pública y social para lograr una atención equilibrada, sustentable y 
creativa de las necesidades de ciudadanas y ciudadanos. 

 
LEY ORGÁNICA DE PARTICIPÀCIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL 

 
17. Artículo 1. Objeto.- La presente Ley tiene por objeto propiciar, fomentar y 

garantizar el ejercicio de los derechos de participación de las ciudadanas y los 
ciudadanos, colectivos, comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas, pueblos afroecuatoriano y montubio, y demás formas de organización 
lícitas, de manera protagónica, en la toma de decisiones que corresponda, la 
organización colectiva autónoma y la vigencia de las formas de gestión pública con 
el concurso de la ciudadanía; instituir instancias, mecanismos, instrumentos y 
procedimientos de deliberación pública entre el Estado, en sus diferentes niveles 
de gobierno, y la sociedad, para el seguimiento de las políticas públicas y la 
prestación de servicios públicos; fortalecer el poder ciudadano y sus formas de 
expresión; y, sentar las bases para el funcionamiento de la democracia 
participativa, así como, de las 

 
LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA NACIONAL DE SALUD: 

18. Art. 7.- Integrantes del Sistema.- Forman parte del Sistema Nacional de Salud las 
siguientes entidades que actúan en el sector de la salud, o en campos directamente 
relacionados con ella:  

1. Organismos seccionales: Consejos Provinciales, Concejos Municipales y Juntas 
Parroquiales.  
 

2. Entidades de salud privadas con fines de lucro: prestadoras de servicios, de 
medicina prepagada y aseguradoras.  

19. Art. 8.- La participación de las entidades que integran el Sistema, se desarrollará 
respetando la personería y naturaleza jurídica de cada institución, sus respectivos 
órganos de gobierno y sus recursos. Por tanto, las entidades u organismos 
autónomos y/o de derecho privado que integran el Sistema Nacional de Salud, 
conservarán su autonomía administrativa, técnica, funcional y financiera y sus 
recursos no formarán parte de los fondos de financiamiento del Sistema Nacional 
de Salud. 

  



 
 
 

 
 

6 
 

  

20. Es obligación del Gobierno Municipal crear y mantener un sistema de inclusión y 
equidad social en concordancia con todos los demás niveles de gobierno, 
debidamente fortalecido y financiado. 

 
21. En el Patronato de Inclusión y Equidad social debe participar la ciudadanía. 

 

22. El Patronato de Inclusión y Equidad Social es  el Organismo social por excelencia, y 
por lo mismo debe contar con una estructura administrativa, financiera, técnica y 
legal así como contar con los recursos económicos suficientes. 

 
En ejercicio de las facultades que le confiere el Art. 226 y 264 de la Constitución Política 
del Estado, y de conformidad con  el Art. 7, 57 literal b), Art. 7 No. 9 de la Ley Orgánica 
del Sistema Nacional de Salud y la Disposición General Octava del COOTAD, expide la: 
 
 

ORDENANZA DEL PATRONATO MUNCIPAL DE INCLUSIÓN Y EQUIDAD SOCIAL 
 DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN PEDRO  

VICENTE MALDONADO. 

 
 

Capítulo Primero.  
PERSONALIDAD JURÍDICA, OBJETO, AMBITO, OBJETIVOS Y PRINCIPIOS. 

 
 

Art.  1.- PERSONERÍA JURÍDICA.- Al tenor de lo preceptuado en el Código Orgánico de 
Organización Territorial, Autonomía y Descentralización, disposición general octava, 
constituyese el Patronato Municipal de Inclusión y Equidad Social, en Institución de 
derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, autonomía de gestión 
financiera y administrativa, sujeta al  ordenamiento jurídico legal de la República del 
Ecuador, de modo general, y en especial a la presente ordenanza, a la normativa interna 
que expidan sus órganos, y más normas vigentes en el territorio del Estado del Ecuador 
aplicables a su naturaleza y objeto. 
 
Artículo 2. - OBJETO.- El Patronato Municipal de Inclusión y Equidad Social tiene por 
objeto ejercer la rectoría cantonal del frente social a través de la ejecución del sistema 
cantonal de políticas sociales en salud, promoción, inclusión y acción social del Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal de Pedro Vicente Maldonado, conforme su ámbito 
de acción y fines.  
 
De igual forma, para la realización de sus objetivos, podrá suscribir toda clase de 
convenios con los distintos niveles de gobierno o del Estado para la aplicación de los 
distintos programas sociales estatales, así como para obtener recursos para su accionar.  
 
Art. - 3.- EL ÁMBITO DE ACCIÓN DEL PATRONATO MUNICIPAL DE INCLUSIÓN Y 
EQUIDAD SOCIAL.-  Ejercerá sus funciones en todo el territorio del gobierno autónomo 
descentralizado municipal de Pedro Vicente Maldonado y tendrá influencia directa en lo 
siguiente: 
 


